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DE LA REPUBLICA N.° 340-2023 HUAURA
Apelacion fundada

Las razones que se establecen en el auto recurrido
para declarar improcedente el levantamiento del
secreto de las comunicaciones de Cristhian Enrique
Toledo Suédrez —asistente en funcién fiscal— son
solo por su condicién funcional; es observable el
sacrificio de la motivacién de los principios que
determinan dicha medida —idoneidad, necesidad y
ponderacién o proporcionalidad en sentido estricto—,
y la infraccién del articulo 203, numeral 2, del Cédigo
Procesal Penal.

AUTO DE APELACION

Sala Penal Permanente
Apelacion n.° 340-2023/Huaura

Lima, doce de agosto de dos mil veinticuatro

AUTOS Y VISTOS: el recurso de
apelacién interpuesto por la SEGUNDA FISCALIA SUPERIOR PENAL DEL
DISTRITO FISCAL DE HUAURA (foja 264) contra el auto contenido en la
Resolucién n.° 1, del veinticuatro de octubre de dos mil veintitrés (foja
241), emitida por la Vocalfa de Investigacién Preparatoria de la Corte
Superior de Justicia de Huaura, en el extremo que declaré improcedente
el levantamiento del secreto de las telecomunicaciones del nimero
telefénico 951034845, perteneciente al asistente en funcién fiscal
Cristhian Enrique Toledo Sudrez, en la investigacién seguida contra
JOSE ANTONIO SILVA VIDAL y OSWALDO FRANK HUANILO PEREZ por la
presunta comisién del delito contra la Administracién publica en la
modalidad de cohecho pasivo especifico y contra JOSE ANTONIO SILVA
VIDAL por la presunta comisién del delito contra la Administracién

publica en la modalidad de peculado de uso, ambos delitos en agravio
del Estado.

Intervino como ponente el sefior juez supremo LUJAN TUPEZ.
CONSIDERANDO

§ L. Del procedimiento en primera instancia

Primero. ElI MINISTERIO PUBLICO, mediante requerimiento del
veintitrés de octubre de dos mil veintitrés (foja 231), solicité el
levantamiento del secreto de las comunicaciones del nimero telefénico
941832491, perteneciente al fiscal provincial investigado JOSE ANTONIO
SILVA VIDAL, en el periodo del diecinueve de abril al veinticinco de julio
de dos mil veintitrés, asi como el levantamiento del secreto de las
telecomunicaciones del ntimero telefénico 951034845, perteneciente al
asistente en funcién fiscal Cristhian Enrique Toledo Suérez, en el
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periodo del diecinueve de abril al veinticinco de julio de dos mil
veintitrés.

© Los hechos objeto del proceso penal, conforme se desprende del auto
impugnado (foja 241), en sintesis, atribuyen lo siguiente:

U Los hechos materia de investigacién, tiene como antecedente conforme
precisa el requerimiento fiscal, mediante el cual se atribuye a don José
Antonio Silva Vidal, en su condicién de Fiscal Provincial de la Fiscalia
Provincial Corporativa Especializada contra la Criminalidad Organizada De
Huaura - Fecor - Equipo 2, que estarfa inmerso en actos de corrupcién, toda
vez que el dia diecinueve de abril del dos mil veintitrés, en compafifa del
asistente en funcién fiscal Cristhian Enrique Toledo Suarez, se desplazaron
en la movilidad (incautada), que se encuentra a su servicio, desde la sede
principal de la FECOR - Huaura, ubicada en la calle Aramburo La Rosa S/N -
Amay - Huacho, hacia la ciudad de Barranca, a fin de realizar “diligencias” en
dicha ciudad y luego desplazarse hasta la localidad de Pativilca, indicando que
en la ciudad de Barranca el fiscal investigado hizo su ingreso a la Fiscalia
Provincial Penal Corporativa de Barranca, donde se entrevist6 con el Fiscal
Moreno Torres.

U Posteriormente, en horas de la noche el fiscal provincial Silva Vidal y su
asistente Toledo Sudrez se reunieron con la persona de Miguel Alfredo
Cusqui Luis en el domicilio de este, quien se encuentra investigado y/o
procesado por delitos graves [Crimen Organizado, Sicariato, Robo Agravado,
Extorsién, Tréfico de Armas, etc.], al haber sido capturado con otros quince
integrantes de la organizacién criminal “Los Desquiciados de Barranca”, a
mediados del mes de julio del afio 2022, quienes estdn implicados en més de
catorce actos criminales y a quienes se le incaut6 la suma de S/. 50,000.00
soles, armas de fuego, municiones, cartuchos, lanza-granadas, celulares y
vehiculos, siendo dicha informacién de publico conocimiento por los medios de
comunicacion.

U El denunciante indica que su afirmacién queda probada con las capturas
fotogréficas que fueron realizadas desde el WhatsApp del procesado Miguel
Alfredo Cusqui Luis, quien aparece con el Fiscal Silva Vidal, consignando en la
parte inferior de la fotografia “Lo que es la vida su chamba es su chamba”, asimismo,
en la fotogratia con el Asistente Toledo Sudrez consigna “Ahora ya saben quién es
quién”. Asimismo, sefiala que, en dicha reunién, realizada en el domicilio de
Cusqui Luis que corresponderfa al dia veinte de abril del dos mil veintitrés,
concertaron la situacién juridica del investigado Cusqui Luis, en la que
recibieron la suma de S/. 10,000.00, por el Caso n° 13-2021, en la que estd
incurso este procesado. Se solicité su sobreseimiento ante el O6rgano
jurisdiccional con fecha veinte de julio de dos mil veintitrés.

UAsimismo, el denunciante sindica que dicho requerimiento de sobreseimiento
y acusacién en contra de otros investigados, lo hizo firmar el fiscal provincial
José Antonio Silva Vidal a su Fiscal Adjunto Oswaldo Frank Huanilo
Pérez, para alejar sospechas que su persona intervino en dicha decisién, pese a
que dicho caso desde su inicio estuvo a cargo del fiscal provincial, habiéndose
tavorecido al investigado Cusqui Luis con la decisién adoptada. Finalmente, el
denunciante refiere que en el presente caso no solo existen actos de corrupcion,
sino también un mal uso de la movilidad que tiene a su cargo, utilizando
indebidamente para fines particulares [sic].
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Segundo. Mediante auto del veinticuatro de octubre de dos mil
veintitrés (foja 241), la Vocalfa de Investigacién Preparatoria de la Corte
Superior de Justicia de Huaura resolvié en un extremo declarar
improcedente el requerimiento del secreto de las comunicaciones del
nimero de teléfono celular 951034845, perteneciente a Cristhian
Enrique Toledo Suérez.

© Los argumentos del juez en el extremo que declaré improcedente
fueron los siguientes:

En relacién al asistente en funcién fiscal Cristhian Enrique Toledo
Sudrez, teniendo en cuenta la condicién funcional del agente no resulta
de atencién el levantamiento del secreto de las telecomunicaciones del
siguiente nimero telefénico: 951034845 perteneciente a la persona en
mencioén - asistente en funcién fiscal Cristhian Enrique Toledo Suarez-;
debiendo requerirlo por quien corresponda y tenga competencia para

ello [sic].

Tercero. Contra la referida resoluciéon, el representante del
MINISTERIO PUBLICO interpuso recurso de apelacién (foja 264) y solicité
que se revoque la resolucién cuestionada y se declare fundado el
requerimiento de levantamiento del secreto de las comunicaciones del
teléfono celular 951034845, perteneciente al asistente en funcién fiscal
Cristhian Enrique Toledo Suérez.

© Los agravios esgrimidos se consignan a continuacion —ad fitteram—:

3.1. El Juez Superior ad quo, sin mayor motivacién ha expuesto que el pedido de
levantamiento del secreto de las comunicaciones del nimero telefénico:
951034845, perteneciente a la persona de CRISTHIAN ENRIQUE TOLEDO
SUAREZ, debe requerirlo el Fiscal competente, resultando necesario precisar
que el articulo 230° numeral 2), del Cédigo Procesal Penal, no prevé
Gnicamente que la orden judicial de levantamiento del secreto de las
comunicaciones pueda dirigirse contra el investigado, sino contra todas las
personas de las que cabe estimar fundadamente, en mérito a datos objetivos
determinados que reciben o tramitan por cuenta del investigado determinadas
comunicaciones o que el investigado utiliza su comunicacioén.

8.2. El Juez Superior ad quo concluye que lo aportado tiene la calidad de lo que
denomina suficientes elementos de conviccién, sin embargo, no ha considerado
que se tratan de elementos de carédcter objetivos, de los cuales cabria estimar
tfundadamente que el Asistente en Funcién Fiscal CRISTHIAN ENRIQUE
TOLEDO SUAREZ habria mantenido comunicacién telefénica con las personas
del procesado Miguel Alfredo Cusqui Luis y el Abogado Segundo Penas
Sandoval, siendo que el Fiscal Provincial investigado JOSE ANTONIO SILVA
VIDAL habrfa utilizado la comunicacién de su Asistente en Funcién Fiscal con
el propdsito de realizar presuntamente actos de corrupcién [Aceptacién o
solicitud de dadivas o beneficio econémico], todo lo cual ha sido
tundamentado en el punto V.1 del requerimiento fiscal. Donde se acredita la
existencia de conversaciones a través del aplicativo WhatsApp entre
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CRISTHIAN ENRIQUE TOLEDO SUAREZ y el contacto “Mi Vidublis Nora Amor
Gorda”, que corroborarfa que el Fiscal Provincial JOSE ANTONIO SILVA VIDAL,
el Asistente en Funcion Fiscal CRISTHIAN ENRIQUE TOLEDO SUAREZ, el
procesado MIGUEL ALFREDO CuUsQUI LUIS y el Abogado SEGUNDO PENAS
SANDOVAL no sélo se habrian reunido el dfa diecinueve y veinte de abril de dos
mil veintitrés, sino que también el dia veintidés de junio de dos mil veintitrés;
pese a lo cual se ha declarado la improcedencia del pedido de levantamiento
del secreto de las comunicaciones del nUmero telefénico: 951034845,
perteneciente a la persona de CRISTHIAN ENRIQUE TOLEDO SUAREZ.

3.3. La Fiscalfa Superior tampoco puede estar supeditada a que el Fiscal competente
peticione el requerimiento de levantamiento del secreto de las comunicaciones
en relacién a la persona del asistente en funcién fiscal CRISTHIAN ENRIQUE
TOLEDO SUAREZ, puesto que el Fiscal competente en cada caso tiene la
potestad de requerir o no dicho pedido ante el 6rgano jurisdiccional, siendo
que el Fiscal es el responsable de la carga de la prueba y es el que decide de
acuerdo a su estrategia los elementos de conviccién que deben recabarse en
cada caso en concreto.

§ IL. Del procedimiento en la sede suprema

Cuarto. De conformidad con el articulo 420, numeral 1, del Cédigo
Procesal Penal, se corri6 traslado del recurso por el plazo de cinco dias
(foja 87 del cuaderno supremo). Seguidamente, vencido el plazo conferido, se
programo la fecha de calificacién del recurso de apelacién, mediante el
decreto del once de marzo de dos mil veinticuatro (foja 41 del cuaderno
supremo), para el dieciséis de abril de dos mil veinticuatro; en
consecuencia, se emitié el auto de calificacién respectivo (foja 48 del
cuaderno supremo), que declaré bien concedido el recurso de apelacion.

Quinto. Luego, se dicté el decreto del catorce de junio de dos mil
veinticuatro (foja 47 del cuaderno supremo), que sefial6 el doce de agosto de
dos mil veinticuatro como fecha para la audiencia respectiva, y la
deliberacién de la causa se celebré de inmediato en sesiéon privada.
Llevada a cabo la votacién y por unanimidad, corresponde dictar la
presente resolucién de vista en los términos que a continuacién se
consignan.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Por el principio de congruencia, establecido en los articulos

409 y 419, numeral 1, del Cédigo Procesal Penal, “la impugnacién confiere
al Tribunal competencia solamente para resolver la materia impugnada, asi como
para declarar la nulidad en caso de nulidades absolutas o sustanciales no advertidas

por el impugnante”. Obliga al érgano jurisdiccional a pronunciarse sobre
las pretensiones postuladas por los justiciables (STC Expediente n.° 1300~
2002-HC/TC, fundamento 27). Dicho principio garantiza que el juzgador
resuelva cada caso concreto sin omitir, alterar o exceder las
pretensiones formuladas por las partes, bajo el aforismo tantum devolutum
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quantum apellatum, a partir del cual el Tribunal Superior en grado debe

reducir los limites de su resolucién Unicamente a las cuestiones

promovidas en el recurso impugnatorio. Cualquier afiadido extraviado
e este marco no tiene cabida; tal esfuerzo serd vano, pues el Tribuna

de est t bida; tal esf 1 Tribunal
e Apelacién no tiene manera de atenderlo o pronunciarse sobre ello.

de Apel t de atenderl bre ell

Segundo. Sobre el principio de proporcionalidad en las intervenciones y
sus presupuestos, debido a la circunstancia de que las intervenciones
teleténicas restringen un derecho fundamental, tales actos procesales
han de estar sometidos al més estricto cumplimiento del principio de
proporcionalidad, cuya vigencia reclama la observancia de ciertos

presupuestos que pueden ser sistematizados en comunesy especiales (sobre
las notas esenciales del referido principio, véanse las SSTC 46 y 54/1996 y
49/1999, y las SSTS 304y 521/2008, del cinco de junio y el veinticuatro de julio, el
siete de febrero de mil novecientos noventa y siete, el doce de enero de mil
novecientos noventa y cinco, y el veintidés de abril de mil novecientos noventa y

ocho) L.

1) [//7 a) Comunes. Un presupuesto comin para todo acto procesal
limitativo de algtin derecho fundamental lo constituye el principio
procesal de legalidad. ii) A él se refiere el articulo 8.2° de la Convencién
Europea de Derechos Humanos (CEDH) al requerir que toda injerencia
de la autoridad publica en la esfera privada ha de estar “prevista por la
ley”, lo que exige que el ordenamiento interno expresamente autorice a
la autoridad judicial disponer tales medios de investigacion (SSTEDH,
“Malone”, de 2-8-1984; “Huvig’, de 4-4-1990). Dicho presupuesto, exigido
también por el articulo 84.a del Reglamento para la prestacién de
servicios de comunicaciones electrénicas, aprobado por RD 424/2005,
de 15 de abril, se encuentra, como se ha dicho, parcialmente cumplido
por el articulo 579, que debiera contener una mejor y mas minuciosa
regulacion. b) Especiales. Junto al cumplimiento de los principios de
jurisdiccionalidad y de legalidad, la doctrina sobre la proporcionalidad
exige también la més estricta observancia del principio de necesidad,
pues no basta con que la medida esté prevista en la ley y se adopte por
un juez, sino que es también imprescindible que objetivamente se
justifique para obtener el cumplimiento de los fines constitucionales que
la legitiman (art. 8.2, CEDH), debiéndose adoptar, en cualquier otro
caso, la alternativa menos gravosa para el derecho fundamental®.

Tercero. Ahora, el thema decidendum en el presente incidente se
circunscribe a determinar si hay una vulneracién de la motivacién de las
resoluciones judiciales y si tiene amparo legal —si corresponde 0 no— el

' GIMENO SENDRA, Vicente. (2011). La intervencién de las comunicaciones
telefénicas y  electrénicas.  Tribuna  de  Actualidad,  pp.  423-454.
https://biblioteca.justiciacordoba.gob.ar/cgi-bin/koha/opac-retrieve-
file.pl?id=fc544:8ct59d9t45c24b8te688e1019¢6
2 Ibidem, pp. 432-433.
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levantamiento del secreto de las comunicaciones de Cristhian Enrique
Toledo Suérez, teniendo en cuenta la condicién funcional del agente.

Cuarto. Ante el requerimiento del Ministerio Publico del levantamiento
del secreto de las comunicaciones del fiscal provincial investigado JOSE
ANTONIO SILVA VIDAL, con teléfono celular 941832491 —en el periodo
del diecinueve de abril al veinticinco de julio de dos mil veintitrés—, y del
teléfono celular 951034845, perteneciente al asistente en funcién fiscal
Cristhian Enrique Toledo Sudrez —en el periodo del diecinueve de abril al
veinticinco de julio de dos mil veintitrés—, el auto recurrido acepté las
razones del MINISTERIO PUBLICO solo en el extremo del investigado
JOSE ANTONIO SILVA VIDAL. Sin embargo, el MINISTERIO PUBLICO
afirmé la necesidad del levantamiento del secreto de las comunicaciones
del asistente en funcién fiscal Cristhian Enrique Toledo Sudrez —quien
tiene la calidad de investigado en otra carpeta fiscal por los mismos hechos— para
obtener mayores elementos de conviccién y complementar su tesis de
imputacién, pues se le ha vinculado en el presunto pago de dinero para
sobreseer una investigacién seguida contra Miguel Alfredo Cusqui Luis
por el delito de organizacién criminal y otros.

Quinto. En lo que concierne a la motivacién defectuosa, ha de
distinguirse si el agravio concierne a la patologfa interna o externa.
Considerando, ademds, que es criterio jurisprudencial supremo’ que en
sede de casacién el Tribunal Supremo puede fiscalizar la motivacién
defectuosa en dos dimensiones —ad fitteram—:

a. En la motivacion factica de la sentencia de vista (examen de justificacién
externa), el Tribunal Superior incurrié6 (i) en un defecto de motivacién
constitucionalmente relevante (motivacién omisiva [cuando de la parte
expositiva se pasa a la parte resolutiva, sin exhibir la razén de decisién7,
motivacién incompleta [cuando hay una parte de la decisién que no se
motiva o se omite decidir al respecto, por lo general la reparaciéon civil],
motivacién insuficiente [cuando el razonamiento carece de rigor o
coherencia, para justificarse en si misma], motivacién vaga o genérica
Ccuando se utiliza términos vagos o ambiguos para fundamentar la
decisién’], motivacién impertinente [motiva lo que no es del caso motivar |,
motivacién contradictoria [cuando se utiliza razonamientos absurdos,
verbigracia cuando se califica como delito de resultado al que es de peligro o
de mera actividad’], motivacién falseada [cuando se tergiversa la prueba, lo

3 SALA PENAL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA
DEL PERU. Casacién n.° 285-2021/Huancavelica, del veintisiete de diciembre de dos
mil veintitrés, fundamento juridico segundo. Véase también WROBLEWSKI, Jerzy.
(1985). Presuposiciones del razonamiento juridico. D. Reidel Publishing Company, pp.
197-204, y TOULMIN, Stephen, RIEKE, Richard y JANIK, Allan. (2018). Una
introduccion al razonamiento (trad. de José Gascén del original, An introduction to
reasoning. Macmillan Publishing Co. Inc., ISBN 978-612-3250-24-9). Palestra
Editores, pp. 401-440.
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que dijo el testigo o un medio de prueba’], motivacién fabulada [cuando
inventa la prueba, generalmente cuando se sobrescribe alguna resolucién
anterior, por eso se cita testigos o pruebas que corresponde a otro
expediente ], motivacién hipotética [cuando la motivacién no es concluyente:
parecerfa, podria, serfa] y motivacién ilégica o irracional [cuando violenta
las leyes y reglas de légica, se acomoda en falacias o se construye sobre
talsos referentes); (ii) en una extralimitacién en su poder de revisién; o (iii)
en una valoracién prohibida de una prueba ilicita o que excluy6 una prueba
sin ser ilicita.

b. De otro lado aparece la motivacion intratextual (examen de justificacién
interna), como la propuesta por el casacionista, puesto que una sentencia
debe ser literosuficiente, la sentencia se ve en si misma. Se vuelve defectuosa,
entonces, si resulta incomprensible y por lo mismo indeterminada o
derrotable, la coherencia interna del razonamiento no resulta suficiente para
tundamentar la decision.

© Puesto que se trata de un incidente, la motivacién externa se
encuentra relativizada uUnicamente a los primordiales elementos
materiales de investigacién en los que se sustenta.

Sexto. Asi, las razones que se establecen en el auto recurrido para
declarar improcedente el levantamiento del secreto de las comunicaciones
de Cristhian Enrique Toledo Suarez —asistente en funcién fiscal— son solo
por su condicién funcional; es observable el sacrificio de la motivacién y
que se incurre en el defecto de motivacién insuficiente, respecto a los
principios que determinan dicha medida — idoneidad, necesidad y ponderacién
o proporcionalidad en sentido estricto—*, y la infraccién del articulo 203,
numeral 2, del Cédigo Procesal Penal, puesto que el razonamiento carece
de rigor o coherencia para justificarse en si mismo, ya que el articulo en
comento resulta literosuficiente.

Séptimo. Ahora, conviene destacar si es pertinente aplicar el articulo
230, numeral 2, del Cédigo Procesal Penal, que estipula si la orden de
intervencién de comunicaciones telefénicas puede dirigirse contra

“personas de las que cabe estimar fundadamente en mérito a datos objetivos
determinados que reciben o tramitan por cuenta del investigado determinadas

comunicaciones, o que el investigado utiliza su comunicacién”. Conforme a ello y
a los elementos de investigacién —el Cédigo Procesal Penal los denomina de
conviccion—, se ha podido revelar su intervencién (del asistente) a través
de la informaciéon en los equipos celulares incautados el cinco de
septiembre de dos mil veintitrés —previos registros de comunicacién via
WhatsApp con el investigado y los demas involucrados—, vinculados a los
hechos delictuosos, sus fines e incluso las tratativas para un posible

+ Expediente n° 579-2008-PA-TC/Lambayeque, fundamento 25: “El test de
proporcionalidad incluye, a su vez, tres subprincipios: idoneidad, necesidad y
ponderacién o proporcionalidad en sentido estricto”.
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beneficio econémico en la supuesta actividad ilicita del investigado JOSE
ANTONIO SILVA VIDAL. Tales elementos de investigaciéon son suficientes
y asi incluso lo reconocié el juez de la Vocalia de Investigacién
Preparatoria (foja 250). Ahora, desde la legalidad como principio
subyacente del principio de proporcionalidad, dicha medida se sostiene
—hay base objetiva—.

Octavo. La medida de intervencién, con base en las relaciones del
investigado con Cristhian Enrique Toledo Sudrez -—asistente—,

contribuye a esclarecer la conexién de las actividades ilicitas —existe
constancia de recibo de informacién y colaboraciéon con el investigado en sus fines

presuntamente ilicitos—, a partir de la evidencia recaida en los elementos
de conviccién como material investigativo disponible y de una suerte de
necesidad probatoria. Por lo tanto, dicha medida resulta idénea para el
fin perseguido y busca obtener informacién que pueda consolidar o
descartar los primeros hallazgos, es decir, de los elementos
investigativos preexistentes; ademads, se trata de una medida limitativa
de menor entidad en relacién con la interceptaciéon o intervencién de
comunicaciones en tiempo real. Por ello, el requerimiento del Ministerio
Pablico cumple con el fumus comissi delicti: suficientes elementos
investigativos que sostengan la fundabilidad de los cargos iniciales®.

Noveno. Los elementos de investigacién preexistentes a la medida y la
relevancia del resultado perseguido con la restriccién del derecho al
secreto de las comunicaciones, en funcién del interés publico para
esclarecer este suceso —la veritas delicti—, y la pena conminada por el delito
materia de investigacién, hacen que la medida dispuesta sea proporcional.
Que en funcién a la entidad de la afectacién al derecho limitado cumple con

el respeto del principio de proporcionalidad —de sus presupuestos y de sus
6

requisitos
o En tal virtud, el recurso debe prosperar.

DECISION

Por estos fundamentos, los sefiores jueces supremos integrantes de la
Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la Republica:

I. DECLARARON FUNDADO el recurso de apelacién interpuesto
por el representante del MINISTERIO PUBLICO. En consecuencia,
REVOCARON la Resolucion n.° 1, del veinticuatro de octubre de

5 SALA PENAL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA
DEL PERU. Recuso de Apelacién n.° 127-2022/Suprema, del veinticinco de julio de
dos mil veintitrés, fundamento de derecho tercero.
6 Ibidem.
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III.

SS.

DE LA REPUBLICA N.° 340-2023 HUAURA

dos mil veintitrés (foja 241), emitida por la Vocalia de Investigacién
Preparatoria de la Corte Superior de Justicia de Huaura, en el
extremo que declaré improcedente el levantamiento del secreto de
las telecomunicaciones del numero telefénico 9510384845,
perteneciente al asistente en funcién fiscal Cristhian Enrique
Toledo Sudrez, en la investigacién seguida contra JOSE ANTONIO
SILVA VIDAL Y OSWALDO FRANK HUANILO PEREZ por la presunta
comisiéon del delito contra la Administracién putblica en la
modalidad de cohecho pasivo especifico y contra JOSE ANTONIO
SILVA VIDAL por la presunta comisién del delito contra la
Administracién publica en la modalidad de peculado de uso, ambos
delitos en agravio del Estado. Y, reforméandolo, declararon
FUNDADO el requerimiento del MINISTERIO PUBLICO en el que
solicité el levantamiento del secreto de las comunicaciones del
numero telefénico 951034845, perteneciente a Cristhian Enrique
Toledo Suarez, teléfono celular que habria sido utilizado por el
aludido  fiscal provincial investigado para comunicarse
teleténicamente (i) con el procesado Miguel Alfredo Cusqui Luis o
recibir comunicacién telefénica de este (el cual registra la linea
telefénica 999100926) y (ii) con el abogado Segundo Penas Sandoval
o recibir comunicacién de este (el cual registra la linea telefénica
990445558), en el periodo del diecinueve de abril al veinticinco de
julio de dos mil veintitrés.

ORDENARON que el juez superior de investigacién preparatoria
competente ejecute la decisién y disponga lo que para tal fin
corresponde a ley.

ORDENARON que el presente auto de apelacién se publique en la
pagina web del Poder Judicial. Higase saber y devuélvanse los
actuados.

SAN MARTIN CASTRO
LUJAN TUPEZ
ALTABAS KAJATT
SEQUEIROS VARGAS
CARBAJAL CHAVEZ
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